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El TJUE confirma la interpretación del Tribunal Supremo sobre la posibilidad de realizar de forma 
simultánea el trámite de información pública y las consultas a las administraciones sectoriales en la 
evaluación ambiental de proyectos

En su sentencia de 1 de agosto de 2025, el TJUE considera que la “participación real” del público interesado 
tiene lugar cuando se pone a su disposición la información a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 6 
y del artículo 5 (informe de evaluación de impacto ambiental) de la Directiva EIA. 
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La sentencia interpreta el concepto de “principales informes y dictámenes”, que se limita a los principales 
informes y dictámenes remitidos a la autoridad o a las autoridades competentes “en el momento en el que el 
público interesado esté informado de conformidad con el apartado 2 del presente artículo”.

Una solución contraria podría no ser compatible con el objetivo de una toma de decisiones eficiente recogido 
en la Directiva EIA
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The CJEU confirms the Supreme Court’s interpretation on the simultaneous conduct of public consul-
tation and sectoral authority consultation in environmental project assessments

In its judgment of 1 August 2025, the CJEU ruled that the interested public is genuinely participating when the 
information referred to in Articles 6(2), (3) and 5 (the environmental impact assessment report) of the EIA 
Directive is made available to them.

The judgment interprets the notion of “principal reports and opinions”, limiting it to those submitted to the 
competent authority or authorities “at the time when the interested public is informed in accordance with 
Article 6(2)”. 

Any other approach may be incompatible with the EIA Directive’s objective of efficient decision-making.
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1.	 Introducción

El 1 de agosto de 2025, la Sala Décima del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (el “TJUE”) 
dictó sentencia en el asunto C-461/24, en la que resolvía la cuestión prejudicial elevada por el Tri-
bunal Superior de Justicia de Galicia mediante auto de 21 de junio de 2024, en el procedimiento 
entre la Asociación Autonómica Ambiental e Cultural Petón do Lobo, la Dirección Xeral de Planifi-
cación Enerxética e Recursos Naturais y Eurus Desarrollos Renovables, S.L.U.

La cuestión versaba sobre la compatibilidad de los artículos 36, 37 y 38 de la Ley 21/2013, de 9 
de diciembre, de evaluación ambiental (la “Ley 21/2013”) y 33 y 34 de la Ley 8/2009, de 22 de 
diciembre, por la que se regula el aprovechamiento eólico en Galicia y se crean el canon eólico y 
el Fondo de Compensación Ambiental (la “Ley 8/2009”), con la Directiva 2011/92/UE relativa a la 
evaluación de las repercusiones de terminados proyectos sobre el medio ambiental (la “Directiva 
EIA”).
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En concreto, el TJUE debía determinar si dicha normativa nacional resultaba contraria a la Directiva 
EIA por no contemplar un trámite adicional de información pública que permitiera al público in-
teresado formular observaciones sobre los informes sectoriales emitidos por las Administraciones 
competentes antes de que se dictase la resolución sobre la solicitud de autorización del proyecto.

El TJUE concluyó que la normativa nacional es conforme a la Directiva EIA, pues no se opone a 
una normativa de un Estado miembro según la cual las autoridades que puedan estar interesadas 
en ese proyecto sean consultadas al mismo tiempo que el público interesado, sin que este último 
tenga derecho a formular posteriormente, ante la autoridad o las autoridades competentes para 
autorizar el referido proyecto, sus observaciones y opiniones sobre los dictámenes emitidos en ese 
contexto por las autoridades consultadas. 

Esta sentencia ratifica la tesis de la Xunta de Galicia y la interpretación del Tribunal Supremo y su-
pone un hito fundamental en lo que respecta a la litigiosidad asociada especialmente a proyectos 
eólicos en Galicia, permitiendo desbloquear los procedimientos que se encontraban suspendidos 
en Galicia a la espera de este pronunciamiento.

No obstante, la primera sentencia dictada por el Tribunal Superior de Justicia de Galicia tras el 
pronunciamiento del TJUE —la Sentencia n.º 368/2025, de 27 de octubre (recurso n.º 7017/2023) 
relativa al parque eólico “A Ruña III”— muestra que el fin de la controversia sobre el trámite de 
información pública no implica el fin de la litigiosidad: la Sala asume la validez del esquema pro-
cedimental simultáneo, pero anula igualmente las autorizaciones administrativa previa y de cons-
trucción del parque por motivos de fondo vinculados al fraccionamiento artificioso del proyecto y 
a la insuficiencia material de la declaración de impacto ambiental.

2.	 Antecedentes y situación jurídica de los parques 
eólicos gallegos

Desde el año 2021, coincidiendo con la aprobación del Plan Nacional Integrado de Energía y Cli-
ma (el “PNIEC”) y el nuevo impulso a las energías renovables por parte de España y de la Unión 
Europea, Galicia experimentó una acumulación sin precedentes de solicitudes de parques eólicos, 
lo que generó una respuesta judicial organizada por parte de diferentes entidades y asociaciones 
ecologistas. 

Entre las asociaciones ecologistas más activas destacan la Asociación Ecoloxistas en Accion Galiza, 
la Asociación para a Defensa Ecolóxica de Galiza, la Plataforma para la defensa de la Cordillera 
Cantábrica y la Asociación Autonómica Ambiental e Cultural Petón do Lobo, entre otras. 

Estas asociaciones han articulado su litigiosidad en torno a tres motivos principales:

i.	 Supuestos defectos en el trámite de evaluación ambiental de los proyectos: Se alegaba la 
supuesta fragmentación artificiosa de proyectos por parte de los promotores para evitar 
una evaluación conjunta. Las asociaciones ecologistas califican dicha fragmentación como 
fraudulenta o artificiosa, al compartir los parques infraestructuras esenciales como líneas 
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de evacuación, subestaciones eléctricas y accesos. La finalidad de esta división sería eludir 
la obtención de una declaración de impacto ambiental negativa. 

También alegan las asociaciones ecologistas supuesta falta de consideración de los efectos 
sinérgicos y acumulativos de los proyectos cercanos en el trámite de evaluación ambiental. 
Esto supone que los efectos acumulativos y sinérgicos sobre el entorno no se habrían va-
lorado adecuadamente, lo que podría llevar a una infravaloración del impacto real de los 
proyectos sobre el medio ambiente.

Las asociaciones ecologistas también suelen alegar la insuficiente justificación de alterna-
tivas en los estudios de impacto ambiental presentados por los promotores. 

ii.	 La supuesta vulneración del derecho a la participación pública y acceso a la información 
ambiental: Con invocación del Convenio de Aarhus y la Directiva EIA, los recursos inter-
puestos por estas asociaciones fundamentan la defectuosa realización del trámite de in-
formación pública en dos aspectos. En primer lugar, alegan la reducción injustificada del 
plazo legalmente previsto para la presentación de alegaciones a la mitad. En segundo 
lugar, y lo que es objeto del presente Foro, alegan que los informes sectoriales preceptivos 
debieron recabarse antes de someter el proyecto y el estudio de impacto ambiental al 
trámite de información pública. 

iii.	 La protección del territorio y del patrimonio natural y cultural: Cuestionan la compatibili-
dad de los proyectos con los planes sectoriales eólicos y con las zonas de especial protec-
ción ambiental (Red Natura 2000, ZEPA, ZEC, etc.).

El Tribunal Superior de Justicia de Galicia ha sido el foro principal de estos litigios, llegando a anu-
lar y suspender cautelarmente las autorizaciones de múltiples proyectos eólicos con motivo de la 
estimación de gran parte de los recursos interpuestos por asociaciones ecologistas.

En los últimos años, este patrón se ha extendido también a proyectos fotovoltaicos y a instalacio-
nes híbridas, impulsado por una estrategia jurídica coordinada del movimiento ecologista, que 
combina la vía contencioso-administrativa con la denuncia pública de los impactos territoriales de 
la transición energética.

En definitiva, la litigación ambiental en Galicia se ha consolidado como una herramienta de con-
trol de legalidad y de presión institucional, orientada a exigir un modelo de transición energética 
más transparente, participativo y territorialmente equilibrado, en contraposición a lo que los co-
lectivos ecologistas califican como una “avalancha de macroproyectos” tramitados sin garantías 
suficientes.

3.	 Los pronunciamientos del Tribunal Supremo 

En los últimos años, el Tribunal Supremo ha tenido ocasión de pronunciarse de forma reiterada 
sobre los procedimientos de evaluación de impacto ambiental aplicables a proyectos eólicos en 
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Galicia, y ha resuelto diversos recursos de casación interpuestos tanto por asociaciones ecologistas 
como por promotores frente a sentencias dictadas por el Tribunal Superior de Justicia de Galicia.

Entre las resoluciones más relevantes pueden citarse las Sentencias del Tribunal Supremo de 3 
de febrero de 2021 (recurso n.º 1341/2020), 8 de febrero de 2022 (recurso n.º 721/2021), 9 de 
febrero de 2022 (recurso n.º 720/2021), 22 de septiembre de 2022 (recurso n.º 1567/2021), 21 de 
diciembre de 2023 (recurso n.º 3303/2022), 25 de enero de 2024 (recurso n.º 4795/2022) y 21 
de marzo de 2025 (recurso n.º 7213/2023 y 3716/2024).

Estas resoluciones configuran una línea jurisprudencial coherente y evolutiva en materia de eva-
luación ambiental de proyectos eólicos, en la que el Tribunal Supremo ha ido delimitando los 
requisitos procedimentales relativos a la información pública, la solicitud de informes sectoriales y 
la valoración de efectos acumulativos.

Dentro de estos pronunciamientos cabe destacar la reciente Sentencia del Tribunal Supremo de 21 
de marzo de 2025 (recurso n.º 7213/2023) que resuelve las cuestiones planteadas en el recurso de 
casación interpuesto por la Xunta de Galicia y la entidad promotora del parque contra la Sentencia 
del Tribunal Superior de Justicia de 26 de mayo de 2023 que anulo la autorización administrativa 
previa y de construcción del parque eólico Campelo. 

Las cuestiones que presentaban interés casacional objetivo eran las siguientes:

“(i) Determinar si la instalación de parques eólicos que comparten instalaciones de conexión ha de 
considerarse como un único proyecto a efectos de su evaluación ambiental.

(ii) Determinar si, conforme a la normativa que resultara de aplicación, es posible acordar la re-
ducción del plazo del trámite de información pública a la mitad en el procedimiento de evaluación 
ambiental; y

(iii) Determinar si los informes sectoriales que se requieran para la tramitación de un procedimiento 
de evaluación de impacto ambiental deben recabarse antes de someter el proyecto y el estudio de 
impacto ambiental al trámite de información pública”.

El Tribunal Supremo casa y anula la sentencia gallega y confirma la legalidad del acuerdo de au-
torización administrativa previa y de construcción del parque eólico, fijando doctrina sobre tres 
cuestiones clave en materia de evaluación ambiental:

i.	 Respecto al fraccionamiento de proyectos, declara que el hecho de que varios parques 
eólicos compartan infraestructuras de conexión o evacuación no implica necesariamente 
que deban considerarse como un único proyecto a efectos de su evaluación ambiental, 
siempre que mantengan autonomía técnica y funcional y se hayan analizado los efectos 
acumulativos. La ausencia de una evaluación ambiental conjunta no implica, por sí sola, 
una insuficiencia en la valoración de los efectos acumulativos o sinérgicos, siempre que 
en las evaluaciones individuales se haya realizado un análisis adecuado de dichos efectos.
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ii.	 Respecto a la reducción del plazo de información pública, avala la posibilidad de reducir 
a la mitad el plazo de exposición pública (de 30 a 15 días), cuando así lo permita la nor-
mativa autonómica y no se acredite indefensión del público interesado. Reitera que dicha 
reducción no vulnera la Directiva EIA, puesto que, aunque el apartado 7 del artículo 6 
dispone que el plazo fijado para la consulta del “público interesado” sobre el informe de 
evaluación de impacto ambiental no debe ser inferior a 30 días, el apartado 6 del artículo 
6 se refiere a un “plazo razonable” para la consulta al “público”, siendo ambos conceptos 
diferentes. Lo relevantes es que el plazo siga siendo razonable y suficiente para garantizar 
la participación efectiva.

iii.	 Respecto a la simultaneidad de los informes sectoriales y el trámite de información públi-
ca, confirma que los informes sectoriales pueden recabarse simultáneamente al trámite de 
información pública, sin necesidad de ser previos, ya que ni la Ley 21/2013 ni la Directiva 
EIA imponen un orden secuencial estricto.

El Tribunal Supremo considera que la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia se 
apartó de la doctrina ya fijada en la sentencia de 21 de diciembre de 2023 relativa a la autorización 
administrativa previa y de construcción del parque eólico Corme G-3, y en la sentencia de 25 de 
enero de 2024, relativa al acuerdo por el que se aprobó definitivamente el proyecto del parque 
eólico Corme G-3, por lo que revoca la sentencia de instancia y consolida esta línea interpretativa.

4.	 La cuestión prejudicial y la sentencia del TJUE  
de 1 de agosto de 2025

El 21 de julio de 2024, el Tribunal Superior de Justicia de Galicia elevó una cuestión prejudicial 
ante el TJUE en relación con la autorización del parque eólico A Raña III. El Tribunal Superior de 
Justicia de Galicia consultó si la normativa estatal y autonómica gallega, al no permitir que el pú-
blico interesado acceda a los informes sectoriales durante la fase de información pública, vulnera 
la Directiva EIA sobre participación ciudadana en la evaluación ambiental de proyectos y solicitó 
al Tribunal que aclarase el concepto de “principales informes y dictámenes” que se deben poner a 
disposición del público interesado a que se refiere el artículo 6.3 de la Directiva. 

Aunque la cuestión se plantea en el contexto concreto de este parque, tiene implicaciones para el 
conjunto de los proyectos eólicos gallegos y, potencialmente, para otros procedimientos de auto-
rización ambiental en España.

Ante la relevancia de la cuestión y la paralización de numerosos proyectos eólicos en Galicia, el 
Tribunal Superior de Justicia de Galicia solicitó que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea 
tramitara el asunto por la vía acelerada. Sin embargo, mediante auto del presidente del Tribunal 
de Justicia de 10 de septiembre de 2024 se desestimó la petición al considerar que no concurría la 
urgencia excepcional requerida, ya que los parques afectados no se encontraban en fase de cons-
trucción y no existía, por tanto, un riesgo inmediato de perjuicio grave o irreversible para el medio 
ambiente. No obstante, el Tribunal de Justicia de la Unión Europea reconoció la importancia del 
asunto y anunció el carácter preferente de este dentro del procedimiento ordinario.
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Finalmente, el 1 de agosto de 2025 el TJUE dicta sentencia en el Asunto C-461/24 y resuelve la 
cuestión prejudicial.

En su análisis el TJUE parte del artículo 6 de la Directiva EIA (en la versión modificada por la Direc-
tiva 2014/52/UE) y recuerda que la participación del público interesado es un elemento esencial 
del procedimiento de evaluación ambiental, pero que el propio texto de la Directiva EIA fija su 
núcleo en la puesta a disposición temprana de la información relevante —en especial el informe 
de evaluación de impacto ambiental del promotor, elaborado con las exigencias de contenido y 
calidad del artículo 5 y su anexo IV— y en la posibilidad real de formular observaciones cuando 
todas las opciones aún están abiertas y por un plazo razonable. Con esa premisa, el TJUE exami-
na el tenor literal y la sistemática del artículo 6 para constatar que ni el apartado 1 (consultas a 
autoridades), ni los apartados 2 a 4 (información al público y participación) ni los apartados 6 y 7 
(plazo para la consulta del público interesado) establecen un orden secuencial obligatorio entre la 
consulta a autoridades sectoriales y la información/consulta al público interesado.

A partir de ahí, interpreta el controvertido artículo 6.3.b) “principales informes y dictámenes” en 
clave funcional: lo que debe ponerse a disposición del público interesado son los principales do-
cumentos que obran en poder de la autoridad en el momento de informar al público (documen-
tación dispuesta en los apartados 2 y 3 del artículo 6 de la Directiva EIA y el informe de evaluación 
de impacto ambiental elaborado de conformidad con las exigencias del artículo 5 de la Directiva 
y su Anexo IV). La norma no convierte esos dictámenes en una fase autónoma con un derecho de 
réplica posterior obligatorio. El TJUE subraya que el concepto de “principales informes y dictáme-
nes” puede abarcar documentos relevantes para la evaluación que obren en el expediente en ese 
momento, pero no impone que todos los dictámenes sectoriales emitidos durante la tramitación 
deban ser objeto de una segunda ronda de alegaciones. De hecho, si se exigiera siempre una 
réplica pública específica sobre los informes sectoriales, se introduciría una carga procedimental 
desproporcionada y contraria al objetivo de decisiones en plazos razonables que inspira la refor-
ma de 2014, sin aportar un plus real de efectividad participativa frente al papel central del informe 
de evaluación de impacto ambiental y la información del artículo 6.2 y 6.3.

Con este análisis literal, sistemático y teleológico, el TJUE concluye que la Directiva EIA permite que 
Estados miembros organicen la tramitación de modo que autoridades y público interesado sean 
consultados simultáneamente, sin que exista un derecho del público a una segunda oportunidad 
de alegar específicamente sobre los dictámenes de aquellas, siempre que la participación del pú-
blico interesado se pueda considerar real y efectiva: esto es, con acceso temprano y suficiente al 
informe de evaluación de impacto ambiental y a la información esencial. Respecto al informe de 
evaluación de impacto ambiental, se debe poner a disposición del público interesado durante al 
menos treinta días (apartado 7 del artículo 6 de la Directiva EIA). 

De este modo, la sentencia en ningún caso rebaja las garantías participativas, sino que las encauza 
hacia lo que la Directiva EIA considera determinante, esto es, la calidad y acceso oportuno al infor-
me de evaluación y a la información clave, y descarta que del concepto de “principales informes 
y dictámenes” se derive un trámite de réplica pública adicional sobre informes sectoriales. Esto 
valida el modelo de simultaneidad ya admitido por el Tribunal Supremo español, siempre que se 
preserve la efectividad de la participación.
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5.	 La primera reacción judicial tras la sentencia  
del TJUE

Como ya se ha adelantado en el apartado primero, el 27 de octubre de 2025 el Tribunal Superior 
de Justicia de Galicia ha dictado la Sentencia n.º 368/2025 (recurso n.º 7017/2023), en la que 
resuelve el recurso interpuesto por la Asociación Petón do Lobo contra las autorizaciones admi-
nistrativa previa y de construcción del parque eólico “A Ruña III”, en el término municipal de Ma-
zaricos (A Coruña). El curso de las actuaciones del procedimiento quedó suspendido al plantear 
la cuestión prejudicial al TJUE. 

Esta resolución es especialmente relevante porque es la primera respuesta de la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Galicia tras la sentencia del TJUE de 1 
de agosto de 2025.

El Tribunal Superior de Justicia de Galicia acepta la doctrina europea sentada en la sentencia del 
TJUE de 1 de agosto de 2025 señalando expresamente que “ningún obstáculo observa esta sala 
para considerar lo contrario”. Sin embargo, pese a esa conformidad procedimental, estima el re-
curso y anula las autorizaciones administrativas previa y de construcción del parque eólico A Ruña 
III desplazando el eje del enjuiciamiento hacia dos planos materiales: (i) la configuración unitaria 
del proyecto y (ii) la suficiencia real de la declaración de impacto ambiental.

Respecto a la primera cuestión material, la Sala considera que el parque eólico A Ruña III y su 
infraestructura de evacuación constituyen, desde el punto de vista funcional y ambiental, un único 
proyecto. A su juicio, no basta autorizar la instalación de generación (aerogeneradores, accesos 
internos, red de media tensión) y, en un expediente separado, la infraestructura de evacuación y 
conexión a red, cada una con su declaración de impacto ambiental propia y autónoma.

Respecto a la segunda cuestión material, la Sala reprocha que la declaración de impacto am-
biental del parque eólico A Ruña III se limitara a los aerogeneradores y accesos internos, y que 
la declaración de impacto ambiental específica de la línea de evacuación/subestación se hubiera 
tramitado en un expediente distinto, con cinco semanas de diferencia, sin una declaración de im-
pacto ambiental global que integrase ambos elementos ni analizase de forma conjunta los efectos 
sinérgicos.

Estas consideraciones respecto a la declaración de impacto ambiental le permite a la Sala anudar 
dos criticas materiales: (i) la falta de análisis integrado de impactos acumulativos y sinérgicos, 
tanto entre el parque y su infraestructura de evacuación como con otros parques próximos (in-
cluido A Ruña II), pese a que comparten infraestructuras; y (ii) la ausencia de un pronunciamiento 
ambiental explícito sobre la proximidad del proyecto a espacios Red Natura 2000. Al respecto, la 
Sala destaca que, aun cuando el emplazamiento del parque se sitúa fuera de los límites formales 
de la Red Natura, su cercanía exigía al menos un análisis específico en la declaración de impacto 
ambiental sobre posibles afecciones a hábitats y fauna protegida, que “no merecieron el menor 
pronunciamiento”.
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Con base en todo ello, la Sala califica la declaración de impacto ambiental de “deficiente e insu-
ficiente” para prevenir o mitigar los daños ambientales potenciales y estima íntegramente el re-
curso contencioso-administrativo anulando la autorización administrativa previa y de construcción 
otorgada al parque A Ruña III. La Sala no entra a decidir “lo que sólo al departamento autonómico 
le corresponde para hacer efectivo el presente pronunciamiento”.

La sentencia del parque A Ruña III marca un punto de inflexión en la litigiosidad eólica tras el pro-
nunciamiento del TJUE, ya que avala el pronunciamiento del 1 de agosto de 2025, pero reorienta 
el debate hacia el terreno sustantivo, centrando el control judicial en la configuración material de 
los proyectos y en la suficiencia real de las declaraciones de impacto ambiental. En la práctica, 
esto puede dar lugar a que las controversias se centren en cuestiones de fondo concretas de cada 
parque, haciendo que la litigiosidad sea más casuística. 

En definitiva, la sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia evidencia que el fin del 
debate sobre el trámite de participación pública no equivale al fin de la conflictividad judicial en 
materia eólica, sino a su desplazamiento hacia un examen más exigente del fondo ambiental de 
cada expediente.

6.	Reflexiones finales 

La sentencia del TJUE de 1 de agosto de 2025 consolida un marco flexible pero garantista: con-
firma que la Directiva EIA permite la simultaneidad entre el trámite de información pública y de 
consultas a las administraciones sectoriales, siempre que el público interesado disponga de la 
información a que se refieren los apartados 2 y 3 del artículo 6 y el artículo 5 y Anexo IV de la 
Directiva EIA. 

La sentencia también delimita el concepto de “principales informes y dictámenes”, que no debe 
ser interpretado en un sentido tan amplio que abarque todos los documentos que deben ser 
emitidos en el trámite de evaluación ambiental, sino que se limita a los principales informes y 
dictámenes remitidos a las autoridades competentes “en el momento en que el público interesado 
esté informado”. Esto no excluye que los dictámenes que se hayan formulado en el momento en 
que se informa al público se puedan poner a su disposición, pero tampoco quiere decir que dichos 
dictámenes, en cualquier circunstancia, deban formar parte de la información que sirve de base 
para la consulta al público interesado. 

En definitiva, este pronunciamiento confirma la interpretación que venía haciendo el Tribunal 
Supremo del trámite de información pública y refuerza la presunción de regularidad de aquellos 
procedimientos tramitados bajo ese esquema, lo que debe llevar al levantamiento de medidas 
cautelares sustentadas en este motivo y a la desestimación de tales motivos impugnatorios en 
aquellos casos en los que subsistan. Esto no quiere decir que automáticamente se vaya a reducir 
la litigiosidad a futuro; lo que puede ocurrir es que esta se desplace hacia motivos sustantivos de 
fondo que afecten a cada uno de los proyectos recurridos, como hemos podido ver en la reciente 
sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Galicia de 27 de octubre de 2025, donde, asumien-
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do la doctrina sentada por el TJUE, desplaza el foco de enjuiciamiento hacia el fraccionamiento 
artificioso y la suficiencia material de las declaraciones de impacto ambiental.

Queda observar qué ocurrirá en los futuros pronunciamientos que se dicten en la materia y, sobre 
todo, si el Tribunal Supremo se pronuncia al respecto para acotar los criterios aplicables y resta-
blecer la uniformidad jurisprudencial.




